EL MOVIMIENTO PIQUETERO 
CUASIMONEDAS Y EL TRUEQUE 


En plena crisis, en el 2002, la vinculación comercial a través 
de clubes de trueque involucró a 2,5 millones de personas. 
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La década menemista arrojó como resultado que el 10 por ciento más pobre se apropiara 
del 1,3 por ciento de los ingresos, mientras el 10 por ciento más rico, del 36,4. 


Indicadores sociales 
Brecha de ingresos 


as consecuencias sociales de la aplicación de 

las medidas neoliberales en la década del no- 

venta fueron graves y profundas. El desempleo 
y la precarización de las condiciones laborales pro- 
ducto de las reformas legislativas alcanzaron niveles 
inéditos para la Argentina. Los indicadores utilizados 
para analizar la calidad de vida de la población mos- 
traron una clara involución. En 2001 la proporción 
de personas bajo la línea de pobreza aumentó signifi- 
cativamente, ya que pasó de 32,7 por ciento en mayo 
de ese año al 54,3 por ciento en octubre de 2002. 
Entre las causas de ese aumento se encuentra el altísi- 
mo nivel de desocupación, que pasó de un 14,5 por 
ciento en 1999 al 21,5 por ciento en 2002. 

Entre 1989 y 1999 el desempleo y la desocupa- 
ción fueron una constante tanto en los años de cre- 
cimiento como en los de retroceso. Aunque la eco- 
nomía creció un 50 por ciento, particularmente en 
la primera mitad de la década, y la población activa 
aumentó un 30 por ciento, la cantidad de desocupa- 
dos se incrementó en un 146 por ciento. Se llegó a 
picos en que más de 2 millones de personas se en- 
contraban sin empleo en mayo de 1995. Junto a la 
desocupación se verificaron distintas formas de dete- 


rioro del empleo. Al mismo tiempo, el trabajo en 
negro alcanzó el 38 por ciento en octubre de 1999. 
El economista francés Pierre Salama, en el docu- 
mento “Argentina: del desastre social a la recupe- 
ración económica”, publicado en Revista Ciclos en 
la Historia, la Economía y la Sociedad N* 28, en 
2004, explica que “de acuerdo a los datos oficiales, 
en mayo de 2002, en el momento más fuerte de la 


El haber mínimo estuvo congelado 
desde 1991, empobreciendo a la franja 
etaria más alta. La infancia, por su 
parte, fue el sector más afectado por 
la pobreza y la indigencia. 


crisis, la estructura de población económicamente 
activa estaba compuesta de la manera siguiente: 22 
por ciento estaba desempleada, los empleadores 
representaban el 2,2 por ciento, los trabajadores 
no profesionales el 16,2 por ciento, los trabajado- 
res profesionales el 2,7 por ciento, los trabajadores 
no registrados eran el 21,5 por ciento y los traba- 
jadores asalariados registrados pero en condiciones 
precarias por las leyes de flexibilización del trabajo 
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de los años noventa, el 34,1 por ciento”. 

En cuanto a la distribución de ingreso, en ese pe- 
ríodo continuó la tendencia regresiva. El coeficiente 
Gini —una medida de desigualdades que relaciona 
los porcentajes de la población y el ingreso distri- 
buido, y es más elevado cuando se aproxima a 1— 
puso de manifiesto la acentuación de la inequidad 
distributiva. Ese indicador alcanzó su máximo en 
2004, cuando fue de 0,506, mientras que en 1994 
ese índice sólo llegaba a 0,453 y en 1974 era 0,350. 
Para fines de 2003, la brecha que separaba los in- 
gresos de los más pobres respecto a los correspon- 
dientes a los más ricos se hizo pronunciada. Mien- 
tras el 10 por ciento más pobre se apropiaba del 1,3 
por ciento de los ingresos, el 10 por ciento más rico 
lo hacía del 36,4 por ciento. 

Los sectores más desprotegidos, los niños y los ju- 
bilados, se vieron especialmente afectados. Con res- 
pecto a estos últimos, los fondos correspondientes al 
gasto público social, cuyo principal componente es 
el sistema de previsional, creció un 0,62 por ciento 
anual, mientras que la población mayor a 60 años lo 
hizo a razón del 1,7 por ciento. El haber mínimo ju- 
bilatorio permaneció congelado desde 1991, empo- 
breciendo a la franja etaria más alta. La infancia, por 
su parte, fue el sector más afectado por la pobreza y 
la indigencia, situación que se evidenció en el au- 
mento de los casos de desnutrición infantil. >= 


La desocupación trepó del 14,5 al 
21,5 por ciento de 1999 al 2002. 


Puebladas, 
piquetes y huelgas 


| promediar la década del noventa, la con- 

flictividad social se manifestó a través de 

puebladas y piquetes. También se verificó el 
auge de distintos movimientos sociales que reaccio- 
naron frente a las consecuencias de la política neoli- 
beral. La primera de esas puebladas ocurrió en San- 
tiago del Estero, en diciembre de 1993, cuando em- 
pleados estatales, luego de reclamar ante las autori- 
dades sin tener respuesta y hartos del nivel de co- 
rrupción política, tomaron e incendiaron los edifi- 
cios de los tres poderes republicanos: la Casa de Go- 
bierno provincial, la Legislatura y los Tribunales de 
Justicia. Como consecuencia, la provincia fue inter- 
venida por el gobierno nacional con el apoyo de la 
Unión Cívica Radical y del Frepaso. 

A partir de ese momento se precipitó una sucesión 
de rebeliones provinciales. En los primeros meses de 
1994, una vez más los trabajadores estatales se movi- 
lizaron en La Rioja, Jujuy, Salta, Chaco, Tucumán y 
Entre Ríos, provincias que fueron escenario de nue- 
vas puebladas. Una de las más significativas tuvo lu- 
gar en Jujuy durante 1994 y 1995, donde la lucha 
de trabajadores municipales y estatales, con gran 
apoyo popular y un elevado nivel de organización, 
forzó la renuncia sucesiva de tres gobernadores. 

Para mediados de 1996 se produjo el levanta- 
miento de los pobladores de Cutral-Có y Plaza 
Huincul, dos ciudades del centro petrolero de 
Neuquén, en respuesta a las condiciones de deso- 
cupación y miseria. En esa zona más de 20.000 
personas tomaron parte en las barricadas, cortes de 
ruta y “piquetes”. Esta última denominación se uti- 
lizó en esa rebelión popular para designar por pri- 
mera vez al núcleo a cargo de cada corte de ruta, 
aunque dicha modalidad de protesta posee una lar- 
ga tradición en la historia de las luchas de los tra- 
bajadores en el mundo. 

La acción colectiva de impedir la libre circulación 
de personas en demanda, fundamentalmente, de 
puestos de trabajo trajo consigo la idea de que otra 
identidad —y otro destino— era posible para quienes 
habían perdido su trabajo. 

Para comprender la significación del movimiento 
piquetero es necesario remitirse tanto a su carácter 
de acción disruptiva de protesta como a las nuevas 
formas de organización y participación social que 
puso en marcha. Los investigadores Rubén Laufer y 
Claudio Spiguel explican que “los piquetes eligieron 
representantes con mandato y revocables que opera- 
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Marcha del pueblo de General Mosconi, zona petrolera y gasífera afectada por la privatización de YPF. 


ron como dirección en la lucha y como voceros, es- 
tableciendo instancias más generales de coordina- 
ción y para las negociaciones con los gobiernos. Se 
reprodujo así, una y otra vez, una forma de organi- 
zación para la lucha y de democracia directa que ha 
caracterizado al movimiento obrero argentino du- 
rante décadas (cuerpos de delegados de sección o su- 
bunidad de trabajo) como organización de base de 
la estructura sindical, y jugado un papel destacado 
en el proceso anterior a 1976, impregnando como 
modalidad a otros sectores populares: movimiento 
estudiantil secundario y universitario, organizacio- 
nes barriales, etc.” 

En 1997, durante la dura represión a la moviliza- 
ción docente y estudiantil en Neuquén fue asesina- 
da Teresa Rodríguez, lo que generó más indigna- 
ción popular. Esa muerte constituyó el telón de 
fondo de una segunda pueblada en Cutral-Có/Plaza 
Huincul, donde la gendarmería y la policía se vie- 
ron involucradas en luchas callejeras con los mani- 
festantes. En mayo de ese año hubo otro estallido 
en Salta, en Tartagal y General Mosconi, zona pe- 
trolera y gasífera afectada por la privatización de 
YPE, con un nivel de desocupación que rondaba el 
80 por ciento. En ese conflicto la Unión de Trabaja- 
dores Desocupados centralizó los reclamos y orga- 
nizó cortes de ruta. En mayo de 2000 concretó el 
corte de la ruta 34, que se prolongó durante 11 dí- 
as, a lo que el gobierno provincial respondió prime- 
ro con una represión que dejó el saldo de un muer- 
to y más de 40 heridos y luego con una misión ne- 
gociadora del Ministerio del Interior. 

Las puebladas, piquetes y cortes de ruta constitu- 
yeron una nueva forma de lucha, en principio rei- 


vindicativa, que influiría rápidamente y de modo 
muy determinante sobre todo el movimiento sindi- 
cal y político a escala nacional, contribuyendo a la 
convergencia en la acción de muy amplios sectores 
sociales y fuerzas sindicales y políticas contra la po- 
lítica oficial. 

Los jubilados con sus reclamos frente al Congre- 
so, las mujeres con la constitución en 1995 del Mo- 
vimiento de Mujeres en Lucha, el movimiento agra- 
rio con su paro nacional de pequeños y medianos 
productores en 1994, los docentes con la “Marcha 
Federal” en julio de 1994 y los estudiantes con sus 
movilizaciones contra la Ley Federal de Educación 
y las reformas recomendadas por el Banco Mundial, 
se convirtieron en protagonistas de los reclamos 
contra los avances de la política neoliberal. La exis- 
tencia de esas nuevas formas de lucha y organiza- 
ción se entrelazó con las huelgas generales dispues- 
tas durante ese período. 

Hacia fines de 2000, los piquetes dejaron de ser 
una exclusividad del interior del país y llegaron al 
conurbano bonaerense. En La Matanza, el Frente de 
Trabajo y Vivienda hizo por primera vez el corte de 
la ruta 3. El 24 de julio, La Matanza fue el escenario 
de la 12 Asamblea Nacional Piquetera con la presen- 
cia de las organizaciones de dicho distrito, Tucu- 
mán, Ciudad de Buenos Aires, Catamarca, Salta, 
Chaco, Mar del Plata y de la Zona Sur del conurba- 
no bonaerense. La Asamblea aprobó un plan de lu- 
cha mediante cortes de ruta progresivos con el obje- 
tivo de poner fin a la política de ajuste y lograr la li- 
bertad de detenidos por participar de las luchas pi- 
queteras. Una semana después, los piqueteros reali- 
zaron un corte que abarcó 50 rutas del país. >- 
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Estrategias de supervivencia 


Monedas paralelas 


Ll pa, Y. 
Las cuasimonedas llegaron a representar el 
28 por ciento del total de circulante del país. 


I descontrol económico-financiero de 2001 

derivó en el surgimiento de las llamadas cuasi- 

monedas. Eran bonos emitidos tanto por pro- 
vincias como por el Estado nacional. Esos papeles 
cumplieron la función de monedas paralelas, acepta- 
bles principalmente en transacciones comerciales. Su 
fuerte presencia en el mercado sirvió para morigerar 
los efectos negativos de la convertibilidad, evidencia- 
dos principalmente por la fuerte reducción de la cir- 
culación monetaria y de los depósitos bancarios. 

Ante la incapacidad de las políticas de ajuste que 
no lograban una respuesta satisfactoria para revertir 
el contexto recesivo, los gobiernos provinciales se 
encontraron ante la necesidad de buscar alternativas 
para reactivar el consumo y solucionar la restricción 
de financiamiento. Estos papeles fueron la forma de 
evitar el default interno y se emitieron en especial 
para pagar sueldos y aguinaldos de empleados pú- 
blicos y las jubilaciones. 
En noviembre de 2001 circulaban en el país once 


bonos diferentes. En algunas provincias, el circulan- 
te era aceptado por su valor nominal en la mayoría 
de los comercios, mientras que en otras se creó un 
mercado secundario donde esa cuasimoneda se cam- 
biaba al 50 por ciento, además de que su aceptación 
era reducida. El resultado de la convivencia entre el 
Lecop (Letras de Cancelación de Obligaciones Pro- 
vinciales, emitidas por la Nación) junto al Patacón 
(Buenos Aires), Quebracho (Chaco), Federales (En- 
tre Ríos), Boncafor (Formosa), Bocade (Tucumán), 
Cecacor (Corrientes), Lecor (Córdoba), Bono mu- 
nicipal (ciudad de Santiago del Estero) y el Bono 
Público (Catamarca) llegó a representar el 28 por 
ciento del total del circulante del país. Vigente la 
Ley de Convertibilidad, que establecía que cada pe- 
so circulante debía respaldarse por un dólar en el 
Banco Central, durante el 2001, debido a la caída 
de reservas en divisas, el circulante en pesos pasó de 
15.056 a 10.960 millones de pesos. En consecuen- 
cia, la emisión de las cuasimonedas cubrió la reduc- 
ción de ese circulante. 

En los últimos meses de 2002, mediante la suscrip- 
ción al Programa de Financiamiento Ordenado, las 
provincias donde circulaban esos bonos se comprome- 
tieron a no efectuar nuevas emisiones. Así, el ritmo de 
crecimiento de las cuasimonedas comenzó a descen- 
der. Este acuerdo fue posible en el marco de la recupe- 
ración de los recursos provinciales, principalmente de- 
bido a las mayores transferencias desde la Nación y al 
incremento de la recaudación de tributos provinciales, 
que permitió rescatar sus cuasimonedas. 

Esos papeles posibilitaron, sin embargo, la conti- 
nuidad institucional de las provincias que se hallaban 
en una situación de vulnerabilidad extrema, así como 
la recuperación económica a través del incremento 
del gasto. La población se desprendía con rapidez de 
los bonos, generando un efecto de reactivación sin in- 
flación. Aunque es importante destacar que las diver- 
sas cotizaciones de las diferentes cuasimonedas gene- 
raron un tipo de cambio multilateral que facilitó ga- 
nancias del tipo especulativo. 

En este mismo contexto, el denominado “club 
del trueque” fue la respuesta de muchos agentes 
privados para mitigar los efectos de la crisis. El 
trueque surgió como una actividad transitoria, al 
permitir a sectores excluidos de la población pro- 
bar una forma de inserción laboral y económica. Al 
mismo tiempo, posibilitó la oportunidad de adqui- 
rir bienes y servicios básicos necesarios, así como 
incrementar saberes y transformar competencias 
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adquiridas. De esta manera, el trueque se convirtió 
en una de las estrategias de supervivencia durante 
los tramos finales de la recesión. 

En plena crisis esta modalidad de vinculación so- 
cial-comercial alcanzó a involucrar a 2,5 millones de 
afiliados en 2002. Los clubes del trueque tenían lu- 
gar en parroquias, clubes barriales y centros cultura- 
les cuyas autoridades prestaban las instalaciones. 
Dentro de los principios difundidos por los miem- 
bros de los clubes se encontraba la necesidad de la 
ayuda mutua. 

En ese aspecto, el club del trueque constituyó 
una experiencia que procuraba recomponer el tejido 
social, desarticulado en gran medida en los noventa, 
tanto en lo referido al acceso a bienes y servicios, 
como también por la posibilidad de producir y 
ofrecer algo propio. Esta valorización del trabajo in- 
dividual fue considerada por muchos una forma de 
evitar el aislamiento y la depresión, así como la po- 
sibilidad de establecer vínculos que posibilitaran in- 
tercambios sociales. Este aspecto emocional, que 
evitó en muchos casos evitó en muchos casos la ex- 
clusión, facilitó la construcción de un sentimiento 


de pertenencia a una comunidad de iguales. 

El club del trueque poseía en sí mismo límites para 
constituirse en una respuesta significativa a la pobre- 
za. El trueque no brindaba ni impulsaba las condi- 
ciones macroeconómicas necesarias para superar la 
recesión, aunque sí colaboraba en la construcción de 
las condiciones microeconómicas básicas para apoyar 
dicha recuperación. En ese sentido se destacó el desa- 
rrollo del capital social y las habilidades de gestión 
económica y producción por parte de los sectores 
empobrecidos de la población. Al mismo tiempo, 
uno de los principios del trueque era que los “crédi- 
tos” —moneda de cambio utilizada como compensa- 
ción— no podían ni debían acumularse, dificultando 
la posibilidad de ahorro e inversión. Junto a esta li- 
mitación interna surgió otro condicionamiento de 
carácter externo, como es el caso de los cuellos de bo- 
tella para conseguir ciertos insumos. Aunque lejos de 
ser una alternativa para la eliminación de la pobreza 
y la exclusión social, el club del trueque fue, durante 
la fuerte crisis de 2001 y 2002, una forma de sobre- 
llevar las carencias materiales y sociales resultantes de 
la debacle política y económica. => 


Machinea, López Murphy y Cavallo 
La lógica del ajuste permanente 


Ricardo López Murphy reemplazó a José Luis 
Machinea al frente de Economía. Duró apenas 15 
días, luego de presentar un ajuste aún más ortodoxo. 


ras el desplazamiento del ministro de Eco- 

nomía José Luis Machinea en marzo de 

2001, su reemplazante, el hasta entonces 
ministro de Defensa Ricardo López Murphy, inten- 
tó aplicar un nuevo ajuste que, apuntando a lo que 
entendía como causas estructurales del déficit fiscal, 
dispuso recortes en la educación universitaria y la sa- 
lud, a los subsidios al gas patagónico, al fondo de ta- 
baco y a los fondos provinciales, y la extensión del 
Impuesto al Valor Agregado. 

La respuesta a esas medidas fue la movilización de 
la comunidad educativa y una huelga general. Esta 
se llevó a cabo el 21 de marzo, convocada por ambas 
CGT y la CTA, con la adhesión de partidos políti- 
cos de izquierda y organizaciones de desocupados. 
El paro se sintió no solamente en la Ciudad de Bue- 
nos Aires, sino también en el interior del país. La 
paralización del transporte automotor fue casi total, 
al igual que la actividad docente. 

La reacción negativa, incluida la de las fuerzas 
oficialistas, que desató el intento de ese nuevo ajus- 
te provocó que el presidente dispusiera una reorga- 
nización del gabinete con la renuncia del ministro 
López Murphy y la vuelta de Domingo Cavallo al 
Ministerio de Economía. 
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En julio, la política de “déficit cero” del nuevo mi- 
nistro tenía como objetivo que el Estado no gaste más 
de lo que recaude y pague la deuda pública. Tras esa 
meta materializó un recorte del 13 por ciento a los sa- 
larios de empleados estatales y jubilados. Esta vez la 
respuesta fue una nueva huelga general el día 19, de- 
clarada por las dos CGT y la CTA, partidos de iz- 
quierda, el bloque de diputados del PJ, la Federación 
Agraria y la Asamblea Permanente por los Derechos 
Humanos, entre otros. En el marco de esta huelga se 
produjeron marchas y manifestaciones de trabajado- 
res ocupados y desocupados que incluyeron cortes de 
rutas en distintos puntos del país: Mar del Plata, Cór- 
doba, Catamarca, Santa Rosa, Tucumán, San Juan, 
Mendoza, La Matanza, Chaco, Posadas, entre otros. 

Fue especialmente significativo que durante octu- 
bre y en oportunidad de las elecciones de diputados 
y senadores nacionales y provinciales y funcionarios 
municipales, una proporción importante de los ciu- 
dadanos habilitados para votar no lo hicieran, al 
anular su voto o votar en blanco. En algunos distri- 
tos, entre ellos la Capital Federal, ese llamado “voto 
bronca” superó el 40 por ciento del padrón, ocupan- 
do el primer lugar. El voto en blanco y la abstención 
venían creciendo, no linealmente, desde 1983 y más 
sostenidamente en los noventa. La novedad de las 
elecciones de 2001 fue que el voto fue utilizado co- 
mo un instrumento de protesta más. Por otra parte, 
la crisis de representatividad política agudizó además 
la confrontación entre los partidos con mayoría par- 
lamentaria, la UCR y el PJ. 

En diciembre, cuando estaba instalada la crisis so- 
cial, a pedido del presidente Fernando de la Rúa, la 
Iglesia propuso una Mesa de Diálogo Argentino que 
incluía a sindicatos, empresarios y banqueros. En ese 
ámbito se buscaba alcanzar un consenso que evitara 
el estallido social. Pero ya era demasiado tarde. => 


Víctor De Gennaro, líder de la CTA, junto a 
Carlos “Perro” Santillán, de la CCC, y Alicia 
Castro, en una marcha contra el ajuste. 


La Ley Banelco 


Corrupción del poder 


I continuar con la línea flexibilizadora 

iniciada durante el gobierno de Carlos 

Menem, que encontraba en las “rigide- 
ces” del derecho laboral la causa del desempleo, 
el gobierno de la Alianza logró la aprobación en 
el Congreso de la Ley de Reforma Laboral en 
abril de 2000. Esa norma se adecuaba a los crite- 
rios que los organismos internacionales de crédi- 
to tenían sobre la materia. El interés de la admi- 
nistración De la Rúa por lograr dicha aprobación 
quedó de manifiesto en que ese proyecto estaba 
suscripto por todos los ministros del gabinete, 
además del Presidente. 

A través de esta nueva legislación se conseguía 
lo que no había logrado Menem: no sólo se am- 
pliaba el período de prueba y se abarataba el cos- 
to laboral de los nuevos trabajadores, sino que se 
establecía la obligación de negociar y revisar los 
contenidos de los convenios colectivos de trabajo 
existentes, dejando en manos de las grandes em- 
presas la opción de negociar con los sindicatos, 
con las comisiones internas o incluso con los 
mismos trabajadores. 

La consecuencia inmediata del trámite de esta 
ley fue la fractura de la CGT. Los gremios enca- 
bezados por el camionero Hugo Moyano se opu- 
sieron y se atribuyeron la condición de “única re- 
presentación” de los trabajadores. Rompieron 
entonces con la conducción dialoguista de la 
central obrera conducida por Rodolfo Daer. 

En el transcurso de las negociaciones entre el 
Gobierno, el Senado y los gremios sobre el pro- 
yecto de ley, se desató un escándalo político. 
Moyano declaró que el ministro de Trabajo, Al- 
berto Flamarique, había dicho que la aprobación 
del proyecto en el Senado se arreglaría, de ser ne- 
cesario, usando la tarjeta Banelco. En julio de ese 
año, el senador Antonio Cafiero planteó una 
cuestión de privilegio en la Cámara y solicitó 
una investigación del hecho debido a un artículo 
publicado en La Nación donde se mencionaba la 
existencia de “favores personales” a los senadores 
a cambio de la sanción de la ley. 

La crisis política desencadenada culminó con la 
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Alberto Flamarique, ministro de Trabajo. Hugo Moyano, secretario general de la CGT, declaró 
que ese funcionario le había dicho que la ley laboral en el Senado salía con “la Banelco”. 


imputación de once senadores. Fue el vicepresidente 
Carlos “Chacho” Alvarez quien, a pesar de impulsar 
el proyecto de Reforma Laboral, impugnó los mane- 
jos corruptos, promoviendo la investigación y llevan- 
do el tema al juzgado. Por el contrario, el presidente 
Fernando de la Rúa desestimó la cuestión. 

El gobierno que había esgrimido la virtud de la 
“transparencia” como eje de la campaña electoral 
frente a la corrupción del menemismo se encontraba 
implicado en prácticas tan corruptas como las de su 
predecesor. La Oficina Anticorrupción, creada el 
mismo día de la asunción de De la Rúa, luego de 
abordar los casos más sonados planteados durante 
aquella campaña, pronto perdió su eficacia cuando 
debió controlar a la propia administración. 

En octubre de ese año, la interna entre la presiden- 
cia y sus allegados y la vicepresidencia hizo eclosión. 
Tras un intento de reforzar la autoridad de Fernando 
de la Rúa a través de un recambio en el gabinete que 
promovía figuras de su entorno más cercano para ais- 
lar a Alvarez, el vicepresidente presentó su renuncia, 
y con ella la Alianza dejó de funcionar como tal. 

A fines de 2003, Mario Pontaquarto, quien se 
desempeñaba para ese entonces como secretario del 
Senado, convalidando esas denuncias declarando su 
“arrepentimiento” por haber intervenido en los so- 
bornos para lograr la aprobación de la ley. Acusó a 
De la Rúa de dar la orden para sobornar, a Fernando 


de Santibañes, titular de la SIDE, de desembolsar 5 
millones de pesos, al radical mendocino José Ge- 
noud de organizar el pago y de quedarse con 
700.000 pesos, a Flamarique, que habría recibido 
parte de esos 700.000 pesos. También señaló al se- 
nador del PJ Emilio Cantarero, que había tomado el 
dinero para distribuirlo entre sus compañeros de 
bancada, y a los senadores justicialistas Augusto Ala- 
sino, Remo Costanzo, Julio San Millán, entre otros. 

El 25 de febrero de 2008, Fernando de la Rúa fue 
procesado por la Justicia Federal, que consideró 
probado que había ordenó el pago de coimas a un 
grupo de senadores nacionales para lograr la apro- 
bación de la Reforma Laboral en la Cámara alta. El 
juez federal Daniel Rafecas imputó al ex presidente 
por el delito de “cohecho agravado”. Junto con él, 
se encuentran procesados y enviados a juicio oral 
por “cohecho activo” (pago de coimas) los ex fun- 
cionarios Flamarique, De Santibañes y Pontaquar- 
to. Por “cohecho pasivo” (cobro de coimas), se en- 
cuentran procesados los ex senadores Emilio Canta- 
rero, Alberto Tell, Augusto Alasino, Ricardo Bran- 
da, José Genoud y Remo Costanzo. 

Tanto la ley 24.013 (contratos basura) como la 
25.250 (“Banelco”) fueron derogadas, aunque existen 
todavía contratos a prueba. En el caso de la última de 
esas leyes, al no ser anulada, los convenios que se fir- 
maron bajo su amparo no perdieron vigencia. > 
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Domingo Cavallo, ministro de Economía 
de De la Rúa. Impulsó la Ley Déficit Cero. 


ragmentos del debate parlamentario en la Ho- 

norable Cámara de Diputados de la Nación, 

en el que fue aprobada la ley denominada 
“Déficit Cero”. 


Reunión NS 9a. Sesión Ordinaria (especial) cele- 
brada el 20/07/2001. 

Sr. Pernasetti, Horacio Francisco-Catamarca 

“Señor presidente: Todos los señores diputados tie- 
nen sobre sus bancas un texto que tomó como base 
el proyecto enviado por el Poder Ejecutivo mediante 
el cual se propone modificar el impuesto al valor 
agregado y el impuesto sobre créditos y débitos en 
cuentas bancarias y otras operaciones. Á esta iniciati- 
va hemos incorporado otros títulos a raíz de la reali- 
dad que enfrenta el país en estos momentos. (...). 

El 9 de julio pasado el señor presidente de la Na- 
ción planteó con total claridad que en nuestro país 
no podemos hablar de independencia mientras ten- 
gamos que destinar la mayoría de los recursos al pa- 
go de la deuda. Tampoco podemos hablar de inde- 
pendencia cuando a raíz de las restricciones fiscales 
debemos dejar de atender algunas obligaciones ele- 
mentales del Estado. Por esa razón el señor presiden- 
te hizo un llamado a los argentinos para que alcan- 
cemos el equilibrio fiscal o déficit cero. 

Quienes tenemos responsabilidades políticas sabe- 


mos que desde hace tiempo —incluso esto forma par- 
te de la conciencia popular— nuestro país gasta más 
de lo que tiene y vive con lo prestado. Por eso, como 
se hace en cualquier familia, teníamos que tomar las 
cosas en serio y empezar a vivir con lo que tenemos. 
Esta idea cundió rápidamente en distintos sectores 
de la sociedad, y ningún partido político se pronun- 
ció en contra de este principio (...). 

Para implementar aquel principio el gobierno dic- 
tó el decreto 896 de necesidad y urgencia, mediante 
el que se modificó el artículo 34 de la ley de admi- 
nistración financiera. Ese principio establece que no 
se puede gastar más de lo que ingresa. En función de 
cómo se establezca el cálculo de lo que se va a recau- 
dar y a gastar, se producirá una consecuencia natural 
vinculada con la disminución de los pagos que deba 
efectuar el Estado en todo concepto: proveedores, 
bienes y servicios y salarios. Evidentemente esto pro- 
vocó una preocupación en toda la sociedad con res- 
pecto a los sectores que habrían de ser afectados. 

Con este recorte que el Poder Ejecutivo estimó en 
un 13 por ciento, estábamos afectando a todos los 
asalariados del sector público nacional, a todos los 
jubilados y pensionados y todas las obligaciones que 
debe afrontar el Estado. (...). 

Creo que a ningún gobierno, y menos al Congre- 
so, le gusta votar normas que importan una rebaja 
salarial sobre todo respecto de los sectores que me- 
nos tienen; pero esta vez tenemos la responsabilidad 
de gobernar en una crisis y nos toca asumir dicha 
responsabilidad con todos los costos políticos que 
ello implica. En función de esa responsabilidad nos- 
otros venimos a dar el debate de este proyecto de ley 
y pedirles apoyo, porque creemos que esta medida 
transitoria que significa el descuento inmediato de 
salarios de agentes del Estado y de jubilaciones, la 
disminución de pagos a proveedores y de partidas 
destinadas a distintas actividades del Estado, es el 
mal menor en estos momentos.” 


Sr. Bravo, Alfredo Pedro-Capital Federal 

“Señor presidente: Debo aclarar que si el Tesoro 
nacional, y eventualmente las provincias, alcanzan el 
déficit cero, eso no va a significar que el país no ne- 
cesite crédito. La decisión gubernamental de honrar 
los elevados intereses y la amortización de la deuda 
nos demuestra que el endeudamiento crediticio se- 
guirá siendo sostenido. 

Entonces, cabe preguntarnos si la estrategia del 
déficit cero es buena para crecer de manera sosteni- 
da y generar ingresos que nos permitan pagar los 
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compromisos asumidos. La respuesta es negativa, 
porque no obstante las mentiras sobre las que se ba- 
só la dinámica del modelo de convertibilidad, lo 
cierto es que el déficit público fue el que impulsó el 
crecimiento que registró nuestra economía en la dé- 
cada del 90. En este sentido, cabe recordar que en 
esa época la conducción económica estaba a cargo 
del señor Domingo Felipe Cavallo. 

El problema central de la economía argentina es 
que el mecanismo vicioso que acompañó a la con- 
vertibilidad y al financiamiento tendió a su propio 
agotamiento. En primer lugar, porque los fondos no 
tuvieron un destino productivo, y en segundo tér- 
mino, porque a medida que se acrecentaba el monto 
de la deuda se iban deteriorando los indicadores de 
solvencia fiscal. 

Además, mediante ese y otros mecanismos sólo se 
logró que la riqueza productiva del país y el poten- 
cial productivo de las fuerzas del trabajo se fueran 
transformando en un capital líquido y de libre dis- 
ponibilidad para los operadores financieros. (....) 

Lo primordial de este ajuste apunta a asegurar el 
pago de los servicios de la deuda externa, favorecien- 
do así las ganancias de los especuladores. 

No nos podemos olvidar del negocio IBM-Banco 
Nación ni de la escandalosa y trágica relación de las 
coimas, así como tampoco de la venta ilegal de ar- 
mas —que también rubricó el único ministro que to- 
davía no fue citado por el juez que entiende en la 
causa la venta de la acción de oro de Aerolíneas 
Argentinas, que otorgaba al Estado la potestad de 
veto; el cambio en el status jurídico de los fines y 
objetivos que perseguía el Banco Hipotecario Nacio- 
nal —hoy Banco Hipotecario Sociedad Anónimas, y 
el mágico “megacanje”, que fue un negocio que se 
creó para financiar en 200 millones de dólares a los 
intermediarios, banqueros y grupos financieros. (...) 

Señor presidente: los especialistas en temas econó- 
micos —no los que sirven a los mandatarios del Fon- 
do Monetario Internacional y del Banco Mundial— 
han coincidido en que indudablemente este ajuste 
tiene un solo sentido: hacer todos los esfuerzos posi- 
bles, y aun más, para pagar la deuda externa. 

Después del fallo del juez Ballestero, que puso en 
su lugar lo que era deuda legítima y lo que era deuda 
ilegítima, ¿qué ha hecho el Parlamento, que todavía 
no ha comenzado el correspondiente debate sobre la 
creación de una comisión que se ocupe de este tema?” 


Sra. Castro, Alicia Amalia-Buenos Aires 

“Señor presidente: Creo que hoy podríamos dis- 
cutir si el déficit cero es una meta a compartir por la 
sociedad argentina en momentos en que los países 
desarrollados utilizan al déficit como palanca de des- 
arrollo, y sobre todo, cuando los argentinos tenemos 
otras prioridades y urgencias. Entre éstas podemos 


señalar la necesidad de tener desempleo cero, ham- 
bre y miseria cero, inseguridad cero y muerte de ni- 
ños por desnutrición y otras causas evitables cero. 
Todos estos objetivos podrían ser alcanzados por los 
argentinos con nuestros propios recursos sí tuviéra- 
mos un sistema económico de usura cero. 

Quienes integramos el Frente para el Cambio no 
compartimos el diagnóstico realizado por el gobier- 
no sobre el déficit fiscal. Técnicamente hay déficit 
cuando se gasta más de lo que se recauda. Pero el ca- 
so de la Argentina no es éste, sino el de un país don- 
de se ha producido un desfinanciamiento por desvío 
de fondos, ya que en la década pasada Menem y Ca- 
vallo elaboraron el más perverso y brutal sistema de 
transferencia de fondos desde los sectores de la pro- 
ducción y el trabajo hacia el área restringida de las 
finanzas, básicamente a través de dos instrumentos: 
la privatización de la seguridad social y la reducción 
de aportes y contribuciones. 

No hay ninguna razón que impida que el Estado 
vuelva a ser financiado con estos instrumentos. Es evi- 
dente —y cualquier argumento en contrario insultaría 
la inteligencia de los argentinos— que el ajuste provo- 
cará mayor recesión, congelamiento de la economía, 
mayor cierre de comercios y de pequeñas y medianas 
empresas, más desempleo, y que los economistas des- 
cubrirán finalmente que la recaudación es menor. 

Como se ha dicho en varias oportunidades, esta- 
mos frente al séptimo ajuste realizado por un gobier- 
no que aseguró que se iban a acabar los ajustes. Pero 
este ajuste ha dado un salto cualitativo brutal sobre 
los anteriores, ya que por primera vez se pretende 
naturalizar el concepto de que en la Argentina pri- 
mero se paga a los acreedores externos y después, 
con lo que sobra, el Estado atiende las necesidades 
de la gente, como lo establece la Constitución.” >> 


El diputado socialista Alfredo Bravo cuestionó 
con firmeza el proyecto de Cavallo. 
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Maristella Svampa 
Judicialización y criminalización 
de la protesta social” 


POR MARÍA CECILIA MÍGUEZ 


aristella Svampa es licenciada en Filosofía 

por la Universidad Nacional de Córdoba 

y doctora en Sociología por la Escuela de 
Altos Estudios en Ciencias Sociales de París. Es in- 
vestigadora independiente del Conicet, y profesora 
asociada de la Universidad Nacional de General Sar- 
miento. Entre sus libros más recientes se encuentran 
Los que ganaron. La vida en los countries y barrios pri- 
vados (2001), Entre la ruta y el barrio. La experiencia 
de las organizaciones piqueteras (2003, en coautoría) 
y La Argentina bajo el signo del neoliberalismo 
(2005). 
¿Podría definir el escenario sobre el que se gestaron 
las organizaciones de desocupados? 

—El tránsito a la globalización neoliberal, a través 
de las reformas llamadas estructurales, significó en 
América latina la acentuación de las desigualdades 
preexistentes como la emergencia de nuevas brechas 
políticas, económicas, sociales y culturales. Este pro- 
ceso de redistribución del poder social condujo a un 
nuevo escenario, caracterizado por la gran asimetría 
de fuerzas. Por un lado, visible en la fragmentación 
y la pérdida de poder de sectores populares y am- 
plias franjas de las clases medias. Por otro, en la con- 
centración política y económica en las elites de po- 
der internacionalizado. En Argentina, este proceso 
arranca en los años setenta con la dictadura militar. 
Tiene su punto de inflexión en 1991 con la llegada 
de Carlos Menem al gobierno, quien inicia una po- 
lítica de ajuste y de reestructuración de la economía 
y del aparato de Estado. Y encuentra, por último, 
una aceleración mayor luego de 1995, con la acen- 
tuación de la recesión económica y la entrada a la 
desocupación masiva. 

¿Cómo se expresó ese proceso? 

—La radicalidad y, en muchos casos, la vertigino- 
sidad de estas transformaciones se expresaron por 
un inédito proceso de descolectivización de las cla- 
ses populares. Durante esos años, un enorme con- 
tingente de trabajadores fue expulsado del mercado 
de trabajo formal, mientras que otro sufrió las con- 
secuencias de la precarización o buscó refugio en 
las actividades informales, como estrategia de su- 
pervivencia. 


¿Desaparecieron las políticas públicas de protec- 
ción social? 

—En ese proceso, la sociedad argentina no conta- 
ba con redes de contención ni centros de formación 
o reconversión laboral, pero tampoco el Estado se 
propuso desarrollarlos en el momento de aplicar 
medidas de flexibilización o despidos masivos. Los 
sindicatos nucleados en la CGT no sólo no acom- 
pañaron a sus afiliados sino que, en casi todos los 
casos, avalaron activamente el programa de refor- 
mas estructurales. El tejido comunitario de la socie- 
dad, pese a sus incipientes desarrollos desde la déca- 
da del ochenta, aparecía como insuficiente y dema- 
siado atravesado por los intereses del Partido Justi- 
cialista en la tarea de amortiguar el peso de tantas 
caídas. Este conjunto de hechos y factores nos per- 
mite comenzar a responder por qué en Argentina se 
generó un movimiento de desocupados, cuya ex- 
pansión y relevancia lo llevó a erigirse en una suerte 


Por el proceso de judicialización de la 
protesta existen más de 4000 
procesamientos registrados en las 
provincias más conflictivas: Neuquén, 
Salta, Santa Cruz, Buenos Aires. 


de caso único en el mundo. Pero esta tentativa de 
respuesta sería a todas luces insuficiente si no tuvié- 
ramos en cuenta que la emergencia de un movi- 
miento de desocupados se explica también por la 
existencia de una tradición organizativa, en parte 
asociada a las vertientes más clasistas del movimien- 
to obrero, cuyos nuevos representantes se decidie- 
ron a actuar y construir por afuera y en oposición 
de las estructuras sindicales tradicionales, mayorita- 
riamente vinculadas con el PJ. 

Con respecto al movimiento de asambleas barriales 
surgido después de diciembre de 2001, usted los 
compara con las “tomas” ocurridas entre mayo y 
junio de 1973. ¿Cuál sería la similitud y cuál la di- 
ferencia? 

—Recordemos que las “tomas” fueron hechos de 
acción directa que llevaron a la ocupación de hospi- 
tales, escuelas, universidades, varias comunas del in- 
terior, diarios, canales de televisión, organismos ofi- 
ciales, fábricas, inquilinatos, entre otros. Estas accio- 
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nes no respondían a una conducción unificada e in- 
volucraban actores de variado tipo, desde individuos 
desarraigados hasta funcionarios de gobierno, desde 
activistas y simpatizantes del ala izquierda hasta, en 
algunos casos, militantes de la derecha peronista. 
Muchas eran realizadas en nombre de la lucha “anti- 
continuista”; otras, con el objetivo de desarrollar 
propaganda armada. Lo cierto es que la moviliza- 
ción alcanzó picos de verdadera insurrección. Así 
entre el 4 y 15 de junio de 1973 se produjeron casi 
500 tomas de distinto tipo en todo el país y se cal- 
culan unas 2000 para el período de referencia. Un 
punto importante en común entre las tomas y las 
asambleas barriales es que ambas daban cuenta de la 
existencia de una sociedad fuertemente movilizada, 
que se orientaba al cuestionamiento del sistema ins- 
titucional por la vía de la autoorganización de lo so- 
cial y de formas de democracia directa y asamblea- 
ria. Pero mientras las tomas de 1973 se pensaban en 
correspondencia con un liderazgo político y proyec- 
tos ideológicos en pugna, en 2002 las asambleas ba- 
rriales fueron conformándose como un espacio de 
organización y deliberación en ruptura con las for- 
mas tradicionales de representación política y en fa- 
vor de formas organizativas que enfatizan la deman- 
da de autonomía. 

¿Cómo se vincula el auge en la segunda mitad de la 
década del noventa de los cortes de rutas y puebla- 
das con el creciente proceso de criminalización de 
la protesta? 

—Durante los 90, la instalación de este modelo de 
exclusión social requirió importantes cambios en las 
formas de intervención social del Estado. Por un la- 
do, el Estado fue desarrollando estrategias de con- 
tención de la pobreza por la vía de la distribución 
masiva de planes sociales y asistencia alimentaria en- 
tre las poblaciones afectadas. Por otro, se encaminó 
hacia el reforzamiento del sistema represivo institu- 
cional, apuntando al control de los conflictos socia- 
les. Dichas formas de protesta generarían, desde el 
punto de vista constitucional, un conflicto de dere- 
chos, entre el derecho a peticionar y el derecho a cir- 
cular. Desde el comienzo, el Poder Judicial daría 
muestra de un rechazo a estas nuevas formas de pro- 
testa, al establecer juicios muy cuestionables, pro- 
nunciándose sin mayor reflexión en favor del dere- 


cho de libre circulación. En consecuencia, los cortes 
de ruta comenzaron a ser tratados prioritariamente 
como un asunto penal, a través de la aplicación de 
las figuras previstas por el Código Penal, particular- 
mente en su artículo 194 referido a la obstrucción 
de las vías públicas. Luego de 2001, la asimilación 
de la protesta social al delito se ha venido expresan- 
do en un sostenido avance del proceso de judiciali- 
zación de los conflictos, visible en la ampliación, 
multiplicación y forzamiento de las figuras penales 
que permite el encarcelamiento y procesamiento a 
dirigentes y militantes sociales y sindicales, en la es- 
tigmatización mediática y social de las poblaciones y 
grupos movilizados más vulnerables y, por último, 
en el incremento de las fuerzas represivas y la crea- 
ción especial de cuerpos de elite, orientados a la re- 
presión de la protesta social. En la actualidad, se cal- 
cula que, en virtud del proceso de judicialización de 
la protesta, existen más de 4000 procesamientos re- 


Los sindicatos nucleados en la CGT 
no sólo no acompañaron a sus 
afiliados sino que, en casi todos los 
casos, avalaron activamente el 
programa de reformas estructurales. 


gistrados principalmente en las regiones y provincias 
más conflictivas, como Neuquén, Salta, Santa Cruz, 
Buenos Aires. 

¿Qué aspecto de las nuevas prácticas y expresiones 

políticas posteriores a la crisis persiste? 

—La tendencia a expresarse a través de la acción di- 
recta no convencional. La de organizarse a través de 
formas asamblearias y basistas, con fuerte anclaje te- 
rritorial. La de afirmar la autonomía no sólo como 
formato organizativo, sino como punto de partida 
de la construcción de una subjetividad política dife- 
rente a la tradicional. Todo esos factores han dejado 
profundas marcas en la sociedad argentina. Pese a la 
institucionalización de diferentes organizaciones (pi- 
queteros oficialistas, organizaciones de derechos hu- 
manos, entre otras) a partir de 2004 persisten nu- 
merosos grupos que colocan el énfasis en el desarro- 
llo de prácticas políticas orientadas a la autogestión 
y la autonomía política: comunidad desocupados, 
fábricas recuperadas, colectivos culturales. => 
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Fábrica Brukman recuperada por sus trabajadoras. Existen alrededor de 140 
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empresas recuperadas en el país con más de 10 mil trabajadores en total. 
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Fábricas recuperadas 


Defensa del trabajo 


l término “fábricas recuperadas” se utiliza pa- 

ra denominar aquellos casos en los que em- 

presas en crisis —procesos de quiebra, cierre o 
incumplimientos salariales— son puestas a producir 
por iniciativa e intervención directa de sus trabaja- 
dores. Para esos obreros la “recuperación” de las fá- 
bricas constituyó una estrategia de defensa de la 
fuente laboral. 

La crisis de 2001 y 2002 hizo que estas experiencias 
cobraran intensidad porque el contexto económico 
produjo el colapso y la quiebra de numerosas empre- 
sas industriales. Las firmas más afectadas fueron las 
que presentaban altos índices de endeudamiento, en 
particular aquellas que producían para el mercado in- 
terno pero dependían de insumos importados o pro- 
vistos internamente por compañías oligopólicas. 

La recuperación de estas empresas se hizo, según 
los casos, a través de tomas por parte de los trabaja- 
dores ante el abandono de los propietarios o contra 
la intención de éstos de cerrar la fábrica. Ese desem- 
barco se concretó en forma negociada con los anti- 
guos dueños o por vía legal. 

Los mayores problemas en los procesos de recu- 
peración generalmente surgieron en aquellos casos 
en que se presentaban más dificultades producti- 
vas, ya que el desgaste para los trabajadores era ma- 
yor y muchas veces implicaba la salida temporaria 
del mercado de la empresa, lo que luego resultaba 


difícil de remontar. Al mismo tiempo, aun en casos 
conflictivos, la experiencia de lucha fortaleció la 
organización de los trabajadores y, por lo tanto, su 
poder de presión en las negociaciones posteriores 
en búsqueda de la expropiación temporaria por 
parte del Estado. 

En 2000 se formó el Movimiento Nacional de Fá- 
bricas Recuperadas a partir de la experiencia de la ex 
GipMetal SRL el 22 de agosto de 2000, ubicada en 
Spur 354 de la localidad de Sarandí, partido de Ave- 
llaneda, provincia de Buenos Aires. Los dueños ha- 
bían solicitado la quiebra y enviaron telegramas de 
despido a sus trabajadores a pesar de que hasta el día 
anterior el trabajo se había hecho con normalidad. 
Los empleados tomaron entonces la decisión de in- 
gresar a la planta y permanecer allí en resguardo de 
los bienes hasta que se aclarara la situación. 

La ley de expropiación de la empresa llegó el 16 
de diciembre, luego de algunos meses de organiza- 
ción y resistencia, y el 8 de enero de 2001 fue el 
primer día de trabajo en la fábrica recuperada. 

Entre los casos emblemáticos y pioneros en la his- 
toria de las empresas recuperadas están la empresa 
metalúrgica Renacer (ex Aurora) y la fábrica de cerá- 
micas Zanon y la textil Brukman. Según cifras ofi- 
ciales, existen alrededor de 140 empresas recupera- 
das en todo el país y este proceso involucra a más de 
10.000 trabajadores. >- 
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Recuperación de empresas 
Ciudad de Buenos Aires (hasta enero de 2005) 


Nombre Barrio Cantidad Rama Ley de Estado 
Í máx. de expro- actual 
: trabajadores iación pre 
26 de Septiembre San Cristóbal 13 Serv. NO No funciona e 
Informáticos 
18 de diciembre (Brukman) Once 60 Textil SI Funciona 
Buenos Aires una 
Empresa Nacional(BAUEN) Centro 13 Hotelería NO Funciona 
Cefomar San Cristóbal 16 Editora NO Funciona 
Ceres La Paternal 11 Textil NO Funciona 
Cooperpel (ex Induspel) Pompeya 24 Papelera SI Funciona 
Chilavert 
(ex Gaglianone Hnos.) Pompeya 11 Gráfica SI Funciona - M 
Diógenes Taborda e 
(ex Fortuny Hnos.) Pompeya 15 Metalúrgica SI Funciona 
El Jardín de Palermo Palermo 7 Educación NO Funciona 
Escuela Fishbach Paternal 37 Educación NO Funciona 
Fénix Villa Crespo 52 Salud SI Funciona 
Gráfica Campichuelo Almagro 40 Gráfica NO Funciona 
Gráficas del Sol Pompeya 20 Gráfica SI Funciona 
IMPA (Industrias Metalúrgicas 
y Plásticas Argentina) Almagro 174 Metalúrgica NO Funciona 
Instituto Comunicaciones Agronomía 40 Educación NO Funciona 
La Nueva Esperanza 
(Grissinópolis) Chacarita 23 Alimentaria SI Funciona 
Maderera Córdoba Abasto 13 Madera SI Funciona | 
Mercatalli San Cristóbal 20 Gráfica NO Funciona | ) 
Monte Castro Monte Castro Té Láctea SI Funciona | 
Patricios (ex Conforti) Barracas 30 Gráfica SI Funciona 
Punta Arenas Paternal 12 Estación NO En reparación 
de Servicio 
Salud Medrano Almagro 25 Salud NO No funciona 
Vieytes (ex Ghelco) Barracas 50 Alimentaria SI Funciona 
Viniplast Mataderos 15 Plásticos SI Funciona 
Hospital Israelita Floresta 180 Serv. de Salud | NO Funciona 
Educo Villa Pueyrredón 27 Educación NO Funciona 
Franco Inglesa Centro 20 Farmacia NO No funciona 
Porteros Centro 250 Agencia de NO Funciona 
Servicios a 
Consorcios 
Global Villa Devoto 18 Plásticos NO En reparación 
Imperio Villa Crespo 33 Gastronomía NO No funciona 


Fuente: Rebón, Julián, “Trabajando sin patrón. Las empresas recuperadas y la producción”, Documento de Trabajo N* 44 del Instituto de 
Investigaciones Gino Germani, Facultad de Ciencias Sociales, Universidad de Buenos Aires, septiembre de 2005. 
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